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1. ASUNTO A DECIDIR
La Sala decide en primera instancia lo concerniente a la acción de tutela interpuesta por la señora Ángela María Olaya Otálora en contra de la Comisión Nacional del Servicio Civil, de ahora en adelante CNSC y el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, de ahora en adelante DPS. 
2. RESUMEN DE LOS ANTECEDENTES
2.1. Narró la señora Ángela María Olaya Otálora que el DPS solicitó al CNSC que adelantara la convocatoria para la provisión de los empleos que se encontraban en vacancia definitiva, mediante concurso de méritos.   Al respecto, señaló que el DPS expidió la Resolución No.1602 del 1º de julio de 2014 “por la cual se adopta el Manual Específico de Funciones, y Competencias Laborales de los diferentes empleos de la planta de personal del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, y se dictan otras disposiciones”  instrumento principal para definir las funciones, los requisitos y el perfil de competencias de los empleos de la entidad, así como para la elaboración y suscripción a la convocatoria mencionada.

La actora manifestó que el mencionado acto administrativo de carácter general, no fue publicado en el Diario Oficial, ni el DPS demostró una situación de fuerza mayor que impidiera tal actuación, por lo que dicha resolución no es obligatoria ni podía ser tenida en cuenta por la CNSC para la convocatoria al concurso de méritos del DPS, la cual realizó a través del Acuerdo No.524 del 13 de agosto de 2014 y que fue publicado el 27 de agosto de 2014 en la página web www.cnsc.gov.co.

Indicó la accionante que los funcionarios vinculados en provisionalidad al DPS fueron notificados del manual de funciones de manera personal, pero con fecha posterior a la expedición del Acuerdo No.524 de 2014 “como una forma de subsanar la ineficacia de la Resolución 1602 de 2014”.

Consideró la accionante que en la Resolución No.1602 de 2014, base del Acuerdo No.524 de 2014, se encuentran muchos cargos técnicos administrativos o profesionales que realizan las mismas funciones, lo cual vulnera el derecho a la igualdad, ya que la remuneración es diferente, así como las exigencias que se hacen de experiencia, conocimientos y educación para ocuparlos, lo cual genera una desigualdad de trato injustificada.
Informó que el 31 de mayo de 2015 se llevaron a cabo las pruebas de conocimiento y funcionales en todo el país, en septiembre de ese año se surtió la etapa de la entrevista  y en mayo de 2016 se publicaron los resultados de la revisión de las hojas de vida, quedando pendiente la expedición de la lista de elegibles, la que según la CNSC se publicaría a mediados del mes de junio del presente año, consolidando las expectativas de los concursantes y a su vez, generando perjuicios irremediables producto de un concurso con claros yerros que generan su ilegalidad.
Explicó que desde que se expidió el Acuerdo No.524 de 2014 se han interpuesto varias demandas de simple nulidad y nulidad por inconstitucionalidad. En tal sentido, la organización sindical SINTRASOCIAL a la cual pertenece la actora, interpuso la acción de simple nulidad, la cual fue admitida el 25 de mayo de 2015 por el Consejo de Estado y quedó bajo el radicado No.11001032500020140124900, la que está pendiente por decidir “la suspensión provisional”.

Por lo anterior, consideró la accionante que la acción de tutela es procedente para salvaguardar los derechos fundamentales a la igualdad, el debido proceso, acceso a la carrera administrativa y al mérito y el acceso a la justicia.
2.2. Pretensión de la actora: ordenar la suspensión del concurso de méritos Convocatoria No.320 de 2014, el Acuerdo No.524 de 2014, de manera transitoria hasta que se resuelvan las demandas de simple nulidad adelantadas en el Consejo de Estado con el fin de evitar un perjuicio irremediable.
2.3.  La accionante adjuntó copia del “pantallazo” de las demandas que cursan en el Consejo de Estado y de una constancia del Presidente de SINTRASOCIAL que da cuenta que la señora Olaya Otálora pertenece a esa organización (Fls. 9 y 10). 

2.4.  Mediante auto del 8 de junio de 2016 se avocó el conocimiento de la presente acción de tutela (folio 13)
3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTAS A LA DEMANDA DE TUTELA
3.1. DPS

Consideró que la presente demanda de tutela es improcedente, toda vez que la Convocatoria No.320 de 2014 que abre el concurso de méritos para proveer 994 cargos vacantes del DPS es un acto administrativo de carácter general, impersonal y abstracto, el cual tiene un medio de control de nulidad regulado en el artículo 137 de la Ley 1437 de 2011; así mismo, existe un procedimiento especial de nulidad de inconstitucionalidad reglado en el artículo 135 y 184 ibídem, fuera del de nulidad y restablecimiento del derecho que se encuentra en la misma norma en el inciso 2º del artículo 138.

Concluyó que la accionante no probó la existencia de un perjuicio irremediable, ni argumentó la vulneración concreta de sus derechos en razón a lo dispuesto en el Acuerdo No.524 de 2014 como para pretender su suspensión.   (Fls. 19-32)
Adjuntó copia de la decisión proferida por el Consejero Ponente Carlos Enrique Moreno Rubio de la Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, del Consejo de Estado del 18 de febrero de 2016, por medio de la cual revocó la decisión de primera instancia dentro de una demanda de acción de cumplimiento en contra del DPS.  (Fls. 33-48)
3.2. CNSC

Relacionó la tutela interpuesta por el señor Jorge Hernán Zuluaga Pérez en contra de la CNSC  para indicar que se debe dar aplicación a lo dispuesto en el artículo 2.2.3.1.3.1 del Decreto 1069 de 2015 que consagra lo pertinente al reparto de acciones tutelas masivas, habida cuenta que la presente acción de tutela se refiere a los mismos hechos y pretensiones perseguidas por el señor Zuluaga Pérez.

Expuso que la demanda de tutela no es procedente, toda vez que la actora cuenta con otro mecanismo judicial idóneo para ventilar el debate puesto a consideración como quiera que lo perseguido está encaminado a modificar la Oferta Pública de Empleos de Carrera OPEC, reportada en el marco de la Convocatoria No.320 de 2014, la cual concuerda con el manual de funciones y competencias laborales del DPS.  Por lo tanto, no puede el juez de tutela al momento de dictar sentencia abrogarse la competencia para efectuar un juicio de legalidad respecto de las actuaciones administrativas desplegadas en el marco del proceso de selección, en la medida que dicha facultad se encuentra exclusivamente en los jueces administrativos y a través de los medios de control se deberá discutir la legalidad o ilegalidad de las actuaciones. 
Precisó que aun cuando se entrara a analizar el tema de la validez o legalidad del Acuerdo por el cual se convocó al concurso, la presunta falta de publicidad del acto que sirvió de base para la OPEC (manual de funciones y competencias laborales del DPS), no es causal de nulidad, tal como lo ha señalado el Consejo de Estado.

Señaló que en el presente caso tampoco se cumple con el principio de inmediatez en atención a que los hechos alegados por la accionante frente a la Convocatoria, fueron actuaciones administrativas adelantadas hace más de un año y medio, en la medida que el Acuerdo No.524 de 2014 se adoptó el 13 de agosto del referido año de expedición, fecha a partir de la cual la accionante conocía las reglas de rigieron el proceso de selección, las que debió censurar en el momento que se produjo la supuesta vulneración de los derechos fundamentales y no ahora cuando se surtió la etapa de inscripciones, lo que imposibilita modificar en forma la convocatoria en curso.
Por lo anterior, solicitó que se declare la improcedencia de la acción de tutela. (Fls. 49-56)

Adjuntó copia de la providencia del 24 de febrero de 2016 por medio de la cual la Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, del Consejo de Estado negó la medida cautelar solicitada por el señor Julián Alberto Rocha Aristizábal consistente en la suspensión provisional de los efectos del Acuerdo No.524 del 13 de agosto de 2014. (Fls. 59-87) 
3.3.  En la presente demanda intervino la ciudadana Paola Alejandra Herrera Palechor en calidad de tercera con interés legítimo en el resultado de la presente acción de tutela, toda vez que la misma es aspirante en el concurso de méritos para proveer las vacantes del DPS, ofertadas a través de la Convocatoria No.320 de 2014, quien se encuentra inscrita desde el 26 de septiembre de 2014, luego de haber realizado la lectura del Acuerdo No.594 de agosto de 2014 y haber comprado el PIN.

Manifestó que en la página web del CNSC se publicaron las acciones de tutelas interpuestas por varios funcionarios provisionales del DPS solicitando la suspensión o anulación del concurso de méritos No.320 de 2014, alegando entre otras, que no hubo publicidad del manual de funciones previo a la publicación del concurso, situación que al parecer vulnera sus derechos fundamentales y por la no publicación de la Resolución No.1602 de 2014 en el Diario Oficial.  Sin embargo, la peticionaria indica que eso no es cierto, habida cuenta que todos los ciudadanos interesados en el concurso del DPS pudieron consultar la convocatoria en la página web de la CNSC donde se publicó el Acuerdo No.594 de 2014.

Señaló que los funcionarios que están vinculados a la planta provisional del DPS han gozado de primera mano la información sobre la entidad y sobre este concurso, son quienes consideran que se someten a un perjuicio irremediable si nombran de la lista de elegibles, lo que considera la señora Herrera Palechor no válido, debido a que este concurso es público, donde todos los ciudadanos incluidos los que están en provisionalidad en el DPS, han podido participar para obtener un cargo y al haber gozado todos de las mismas oportunidades con igual información, los único que pueden ver afectado los tutelantes como los demás participantes es porque se expida la lista de elegibles en orden de mérito ocupado.

Consideró que si una persona que no compra el PIN, no se inscribe, no carga los documentos ni participa en las diferentes etapas del concurso, no puede luego culpar ni al DPS ni a la CNSC pues no existen excepciones o casos especiales para algunos concursantes.  Además, indicó que los cargos a proveer incluían la descripción del contenido funcional del empleo, el perfil de competencias, los requisitos, la experiencia y el salario con el fin de cada ciudadano escogiera libremente el más idóneo y que llenara sus expectativas laborales.

Indicó que algunos tutelantes sugieren que la CNSC busca terminar con este concurso de forma rápida cuando este proceso ha sufrido dos prórrogas a solicitud de la entidad contratista, la Universidad Manuela Beltrán, haciendo más lenta y tortuosa la expedición de la lista de elegibles. 

Informó que ha superado todas las etapas del concurso, sin necesidad de información personalizada o publicada de forma diferente que en la página web de la CNSC y que ocupa el primer puesto en todas y cada una de las pruebas de conocimiento, comportamental, entrevista  y la valoración de antecedentes, por lo que se vería perjudicada ante la suspensión o anulación del concurso No.320 del 2014, pues se vulnerarían sus derechos fundamentales al trabajo, al acceso al empleo público, a la igualdad, al mérito y al debido proceso.  Por lo anterior, solicitó: i) que se unifiquen todas las acciones de tutelas con el fin de evitar una saturación de la justicia, teniendo en cuenta que se trata de un mismo caso; ii) negar las acciones de tutela para que se anulen o suspendan los concurso, toda vez que las mismas van en contra del interés general principio de la función pública y en lo personal, le causaría un daño irremediable a los derechos fundamentales antes mencionados; iii) que la CNSC que envíe esta solicitud a los demás Magistrados que conozcan de acciones de tutela sobre el particular aunque no hayan sido publicadas en la página web de la CNSC, toda vez que no cuenta con las direcciones electrónicas de los otros Magistrados; iv)  que la CNSC  sin perjuicio de las decisiones que se tomen, propenda porque se expida la lista de elegibles lo más pronto posible, de acuerdo al artículo 125 de la C.N. y en condiciones de mérito e igualdad y v) que la CNSC “por la pertinencia de la información de acuerdo con escrito de tutela del  tribunal Administrativo de Arauca, solicito dar a conocer a los honorables magistrados con destino al expediente, certificación en donde conste si cada uno de los demandantes se presentó al concurso de méritos convocado mediante Acuerdo 524 de 2014 y Convocatoria 320 de 2014-DPS, e indique los resultados de sus pruebas y demás datos de su participación”  (Fls. 89-92)
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala está habilitada para pronunciarse respecto de la acción constitucional interpuesta, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 86 de la Constitución Nacional; 37 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.
4.2. Problema Jurídico y solución al caso en concreto
Corresponde a este Tribunal determinar si las entidades accionada y vinculadas  han vulnerado los derechos fundamentales del accionante, de manera que proceda el amparo invocado.
4.3. La Sala reitera que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.4. En materia de concurso de méritos, la Corte Constitucional ha indicado:

“El debido proceso en los asuntos administrativos implica que el Estado se sujete a las reglas definidas en el ordenamiento jurídico, no solamente en las actuaciones que se adelanten contra los particulares para deducir responsabilidades de carácter disciplinario o aquellas relativas al control y vigilancia de su actividad, sino en los trámites que ellos inician con el objeto de cumplir una obligación o de ejercer un derecho ante la administración, como es el caso del acceso a los cargos públicos.

El artículo 29 de la Constitución señala que el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas, e incluye como elemento básico del mismo la observancia "de la plenitud de las formas propias de cada juicio", lo que en materia administrativa significa el pleno cumplimiento de lo prescrito en la ley y en las reglas especiales sobre el asunto en trámite (T-391/97 M.P. José Gregorio Hernández Galindo).

Las bases del concurso establecidas por la administración son normas obligatorias tanto para los participantes como para aquélla. Por consiguiente, cuando la administración se aparta o desconoce las reglas del concurso viola el principio de legalidad al cual debe sujetar siempre sus actuaciones. Cuando rompe la imparcialidad con la cual debe actuar, o manipula los resultados del concurso, falta a la buena fe (art. 83 C.P.), incurre en violación de los principios que rigen la actividad administrativa (igualdad, moralidad, eficacia e imparcialidad), y por contera, puede violar los derechos fundamentales al debido proceso, a la igualdad y al trabajo de quienes participaron en el concurso y resultan lesionados en sus intereses por el proceder irregular de aquélla (T- 256/95 M.P. Antonio Barrera Carbonell y T-564/99 M.P. Alfredo Beltrán Sierra). Se vulnera también el debido proceso cuando el nominador cambia súbitamente las reglas de juego aplicables al concurso, establecidas en la ley o en los reglamentos (SU 133/98 M.P. José Gregorio Hernández Galindo).

Las competencias de la administración para adelantar concursos para proveer cargos públicos son regladas, y los actos que se profieran en virtud de dichas competencias deben ser motivados”
. 

4.5. Derecho al trabajo y el acceder a ejercer cargos públicos, en relación con los concursos de méritos.  La interpretación armónica de los derechos fundamentales al acceso a cargos públicos y al trabajo, permite concluir que no son derechos en pugna, sino, que por el contrario se complementan y la cabal aplicación de uno conlleva a la eficacia del otro, en este sentido la Corte Constitucional ha señalado: “El derecho al trabajo es una manifestación de la libertad del hombre y por tanto en último término tiene su fundamento en la dignidad de la persona humana. Este conlleva el derecho a obtener un empleo, pero ello no quiere decir, que este derecho implica que existe una prestación u ofrecimiento necesario de trabajo a todo ciudadano que se halle en condiciones de realizarlo. Aparece únicamente bajo la virtualidad que le presta el principio de acceso a los cargos públicos según el mérito y capacidad de los aspirantes, requisitos que tienen su aplicación más rigurosa en el ámbito público. Este derecho fundamental, no llega hasta el extremo de tutelar la aspiración de acceder a un empleo público o privado, pues ello desbordaría el legítimo alcance de su concepción y el marco de las demás libertades y garantías consagradas en el Estatuto Fundamental”.

4.6. SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO 
4.6.1. Antes de entrar a analizar el caso en concreto, este Tribunal considera que no es posible acceder a la  solicitud del Asesor Jurídico de la CNSC  de dar aplicación a lo dispuesto en el artículo 2.2.3.1.3.2 del Decreto 1384 de 2015, toda vez que la Sala no cuenta con la información suficiente que permita inferir cuál fue el primer juez que avocó la acción de tutela en contra de la CNSC y que por lo tanto, la demanda de amparo presentada por la señora Olaya Otálora debe ser acumulada junto con la acción constitucional instaurada por el señor Jorge Hernán Zuluaga Pérez.
4.6.2.  Concluido lo anterior, se procede a estudiar el asunto puesto en conocimiento de esta instancia, mediante el cual se advierte que la señora Ángela María Olaya Otálora acude al juez de tutela con el fin de que se suspenda el proceso de selección para proveer los empleos que se encuentran en vacancia definitiva en el DPS, toda vez que consideró que tanto la Resolución No.1602 del 1º de julio de 2014 expedida por el DPS “por la cual se adopta el Manual Específico de Funciones, y Competencias Laborales de los diferentes empleos de la planta de personal del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, y se dictan otras disposiciones” y el Acuerdo No.524 del 13 de agosto de 2014 emitido por la CNSC “Por el cual se convoca al concurso abierto de méritos para proveer definitivamente los empleos vacantes pertenecientes al Sistema General de Carrera Administrativa de Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, Convocatoria No.320 de 2014-DPS”,  son contrarios a las normas de rango constitucional  y legal, con fundamento en que era deber de las entidades demandadas haber publicado dichos actos administrativos de carácter general en el Diario Oficial, lo que no los hace obligatorios y en tal sentido, si se expide la lista de elegibles se vulnerarían sus derechos fundamentales a la igualdad, el debido proceso, acceso a la carrera administrativa y al mérito y el acceso a la justicia. 
4.6.3.  El artículo 125 de la Constitución Política señala que los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera y en su artículo 130 le otorgó a la CNSC la responsabilidad de la administración y vigilancia de las carreras de los servidores públicos.  En tal sentido, la Ley 909 de 2004 “por la cual se expiden normas que regulan el empleo público, la carrera administrativa, gerencia pública y se dictan otras disposiciones” dispuso en su artículo 7º lo siguiente:

“Naturaleza de la Comisión Nacional del Servicio Civil. La Comisión Nacional del Servicio Civil prevista en el artículo 130 de la Constitución Política, responsable de la administración y vigilancia de las carreras, excepto de las carreras especiales, es un órgano de garantía y protección del sistema de mérito en el empleo público en los términos establecidos en la presente ley, de carácter permanente de nivel nacional, independiente de las ramas y órganos del poder público, dotada de personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio.

Con el fin de garantizar la plena vigencia del principio de mérito en el empleo público de carrera administrativa, la Comisión Nacional del Servicio Civil actuará de acuerdo con los principios de objetividad, independencia e imparcialidad.”

Esta última norma desarrolla en su artículo 28 los principios que orientan el ingreso y el ascenso a los empleos públicos de carrera administrativa y en cuanto al mérito, a la igualdad y a la publicidad, indicó lo siguiente: 

“Artículo 28. Principios que orientan el ingreso y el ascenso a los empleos públicos de carrera administrativa. La ejecución de los procesos de selección para el ingreso y ascenso a los empleos públicos de carrera administrativa, se desarrollará de acuerdo con los siguientes principios:

a) Mérito. Principio según el cual el ingreso a los cargos de carrera administrativa, el ascenso y la permanencia en los mismos estarán determinados por la demostración permanente de las calidades académicas, la experiencia y las competencias requeridas para el desempeño de los empleos; b) Libre concurrencia e igualdad en el ingreso. Todos los ciudadanos que acrediten los requisitos determinados en las convocatorias podrán participar en los concursos sin discriminación de ninguna índole;  c) Publicidad. Se entiende por esta la difusión efectiva de las convocatorias en condiciones que permitan ser conocidas por la totalidad de los candidatos potenciales;  (…)
4.6.4. Ahora bien, de las pruebas arrimadas con la demanda de tutela para esta Sala es pertinente señalar que si bien la señora Ángela María Olaya Otálora aportó copia de la constancia expedida por el Presidente de la organización sindical de trabajadores SINTRASOCIAL que da cuenta que la actora hace parte de la misma (folio 10), en momento alguno acreditó haber participado en la Convocatoria No. 320 de 2014 para proveer las vacantes definitivas en el DPS.  Sin embargo, la accionante cuenta con otros mecanismos de defensa judicial para controvertir las supuestas irregularidades  o cuestionamientos que hace en contra de los actos administrativos de índole general y abstracto, antes relacionados y que denuncia por intermedio de este mecanismo constitucional, pues tal como ella misma lo admitió, la organización SINTRASOCIAL adelantó una acción de nulidad simple demandando el acuerdo que convocó al concurso público de méritos llevado a cabo por la CNSC por solicitud del DPS, lo que es claro que al tener a su alcance la jurisdicción contencioso administrativa, el litigio presentado es a todas luces ajeno a la órbita del juez constitucional, lo que hace improcedente el amparo reclamado al tenor de lo normado en el artículo 6º numeral 5º  del Decreto 2591 de 1991, según el cual, el excepcional mecanismo de protección no resulta viable “cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto”.  Al respecto, la Corte Constitucional  en su jurisprudencia ha señalado lo siguiente:

“Cuando el desconocimiento, la vulneración o el recorte de los derechos fundamentales se origina en actos jurídicos de carácter general producidos por instancias subordinadas a la Constitución (y todos los poderes constituídos lo son), su efecto general pernicioso puede ser contrarrestado mediante mecanismos especialmente dispuestos para ello, V.gr.: la acción de inconstitucionalidad contra las leyes, o las acciones de nulidad (y de restablecimiento del derecho) contra los actos administrativos. Mediante tales instrumentos se provoca la actuación de un organismo público competente para que, también por vía de disposición general, restablezca el imperio de la juridicidad.

Pero no es ése el caso de la tutela. El mismo artículo 6o. del Decreto 2591 establece en su numeral 5o. que es improcedente la acción «cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto». Es que lo que se busca con el mencionado mecanismo es suspender los efectos violatorios o amenazantes de alguno de los derechos fundamentales de una persona determinada, derivados de un acto concreto cuya aplicación deberá suspender el juez, aún mediante medidas provisionales (esto es antes de la sentencia) cuando lo considere necesario y urgente para proteger el derecho, según las voces del artículo 7o. del Decreto en mención.” (Sentencia T – 321 de 1993).
4.6.5.  Así las cosas, la accionante en el trámite de la acción contenciosa tiene igualmente la posibilidad de solicitar medidas cautelares “para proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto del proceso y la efectividad de la sentencia”, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 229  de la Ley 1437 de 2011.  Por lo tanto, se insiste que la acción de tutela es una herramienta se caracteriza por ser residual y excepcional, que sólo procede en caso de no exista otro medio de defensa judicial o que habiéndolo, este no resulta idóneo para salvaguardar las garantías constitucionales reclamadas por el accionante con el fin de evitar un perjuicio irremediable, tal como se ha referido la Corte Constitucional en su jurisprudencia de la siguiente manera: 

“Conforme al artículo 86 de la carta, la acción de tutela es un medio de protección de carácter residual y subsidiario, que puede ser utilizado ante la vulneración o amenaza de derechos fundamentales cuando no exista otro medio idóneo de defensa de los derechos invocados, o cuando existiéndolo no sea apto, o se requiera acudir al amparo constitucional como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

Por consiguiente, si hubiere otras instancias judiciales que resultaren eficaces y expeditas para alcanzar la protección que se reclama, el interesado debe acudir a ellas, antes de pretender el amparo por vía de tutela. En otras palabras, la subsidiaridad implica agotar previamente los medios de defensa legalmente disponibles al efecto[11], pues el amparo no puede desplazar los mecanismos específicos de defensa previstos en la correspondiente regulación común[12].”  (Sentencia T-785/11)
4.6.6.  Por lo tanto, pese a que la señora Olaya Otálora al parecer acudió por intermedio de SINTRASOCIAL a la jurisdicción contenciosa administrativa para demandar la legalidad de los actos administrativos proferidos por el DPS y la CNSC, en momento alguno aportó pruebas que permitieran inferir que ese medio de defensa no es idóneo o que se encuentre ante un daño inminente o próximo que obligue al juez constitucional a superar el requisito de subsidiariedad que exige la decisión de la tutela y analizar de fondo el planteamiento de la supuesta vulneración originada por la expedición tanto de Acuerdo No.524 del 2014 como de la Resolución No.1602 de 2014, que han sido descritos a lo largo de este proveído cuya naturaleza ya se determinó es de índole general y abstracto.  Es decir, la accionante sólo se limitó a solicitar la suspensión del concurso de méritos dispuesto en la Convocatoria N.320 de 2014, sin que hubiera probado que la misma se encontraba ante la existencia de un perjuicio irremediable que torne procedente la intervención inmediata del juez de tutela y en tal virtud, no se cumplió con el principio de subsidiariedad de la acción de amparo y en el presente asunto no se constituye un caso excepcional que amerite la protección por esta vía de los derechos fundamentales invocados.  En relación, a las circunstancias que demuestren un menoscabo irreparable, la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la Sentencia T-742 de 2011 ha señalado que el juez de tutela en el caso en concreto debe advertir las siguientes:
 “A). El perjuicio ha de ser inminente: "que amenaza o está por suceder prontamente". Con lo anterior se diferencia de la expectativa ante un posible daño o menoscabo, porque hay evidencias fácticas de su presencia real en un corto lapso, que justifica las medidas prudentes y oportunas para evitar algo probable y no una mera conjetura hipotética (…). Hay inminencias que son incontenibles: cuando es imposible detener el proceso iniciado. Pero hay otras que, con el adecuado empleo de medios en el momento oportuno, pueden evitar el desenlace efectivo. En los casos en que, por ejemplo, se puede hacer cesar la causa inmediata del efecto continuado, es cuando vemos que desapareciendo una causa perturbadora se desvanece el efecto. Luego siempre hay que mirar la causa que está produciendo la inminencia.    

B). Las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes, es decir, como calidad de urgir, en el sentido de que hay que instar o precisar una cosa a su pronta ejecución o remedio tal como lo define el Diccionario de la Real Academia. Es apenas una adecuación entre la inminencia y la respectiva actuación: si la primera hace relación a la prontitud del evento que está por realizarse, la segunda alude a su respuesta proporcionada en la prontitud. Pero además la urgencia se refiere a la precisión con que se ejecuta la medida, de ahí la necesidad de ajustarse a las circunstancias particulares. Con lo expuesto se verifica cómo la precisión y la prontitud señalan la oportunidad de la urgencia. 

C). No basta cualquier perjuicio, se requiere que éste sea grave, lo que equivale a la gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona. La gravedad obliga a basarse en la importancia que el orden jurídico concede a determinados bienes bajo su protección, de manera que la amenaza a uno de ellos es motivo de actuación oportuna y diligente por parte de las autoridades públicas. Luego no se trata de cualquier tipo de irreparabilidad, sino sólo de aquella que recae sobre un bien de gran significación para la persona, objetivamente. Y se anota la objetividad, por cuanto la gravedad debe ser determinada o determinable, so pena de caer en la indefinición jurídica a todas luces inconveniente.
D). La urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad (…). Se trata del sentido de precisión y exactitud de la medida, fundamento próximo de la eficacia de la actuación de las autoridades públicas en la conservación y restablecimiento de los derechos y garantías básicos para el equilibrio social.”

4.6.6. Aunado a lo discurrido, este Tribunal considera que como los actos administrativos proferidos tanto por el DPS como por la CNSC datan del año 2014, la accionante no interpuso la acción de tutela en tiempo oportuno, ni justificó los motivos de su demora para acceder a la protección constitucional que hoy reclama, lo que resulta en oposición al principio de inmediatez, lo que permite inferir la no actual  afectación de los derechos fundamentales invocados, por lo que no requiere la intervención urgente y expedita del juez constitucional. Al respecto, la sentencia T-743 de 2008 precisó lo siguiente:  “En estos términos, el límite incontestable para interponer la solicitud de protección no es el transcurso de un periodo de tiempo determinado, sino el acaecimiento del fenómeno de la carencia actual de objeto[9]. La sentencia T-883 de 2009 advirtió que para que el amparo sea procedente, no obstante haber transcurrido un tiempo prolongado desde la ocurrencia del acto lesivo, se requiere que la afectación de derechos fundamentales que se pretende remediar sea actual[10].”  (Subrayas nuestras)
 
En conclusión, en este asunto en particular  no es procedente la acción de tutela, ni aun como mecanismo transitorio, dada la existencia de otro medio de defensa, no pudiendo prevalecer la acción constitucional ante la ausencia de una amenaza que se aprecie como claramente ilegítima para el ejercicio de los derechos fundamentales invocados por la señora Ángela María Olaya Otálora.
DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley.  

RESUELVE:
PRIMERO: DECLARAR improcedente la acción de tutela incoada por la señora Ángela María Olaya Otálora en contra de la CNSC y el DPS.

SEGUNDO: Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� Corte Constitucional, Sala Sexta de Revisión, Sentencia del 17 de mayo de 2001. M. P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra.
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